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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Sebastián Sabini. 


MIEMBROS: Señores Representantes Verónica Alonso, Gerardo Amarilla, Julio Bango, Pablo Iturralde 
Viñas, Martha Montaner, Felipe Michelini, Jorge Orrico, Luis Puig, Daniel Radío, Richard 
Sander y Rubenson Silva. 


ASISTE: Señor Representante Nicolás Pereira. 


SEÑOR PRESIDENTE (Sabini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La señora Diputada Montaner va a hacer un planteo. 


SEÑORA MONTANER.- Quisiera que la Comisión adoptara un criterio de trabajo al que todos 
pudiéramos adherir. 


Tanto yo como muchos otros Diputados tenemos que viajar al interior. En mi caso, tengo que trasladarme 400 
kilómetros, durante la noche. 


Si la Comisión tiene una hora fijada para comenzar y estamos en número para hacerlo, me parece que tendría 
que empezar a sesionar. No es una actitud de mala compañera, porque también se podría pensar que es mal 
compañero aquel que incumple un horario preestablecido y aceptado por todos. 


Repito que los que vivimos en el interior tenemos que viajar durante la noche; empezar mucho más tarde es 
una complicación. 


No planteo que faltemos ni voy contra ningún compañero; solo pido que si tenemos número para sesionar, se 
empiece con los que estamos, que cumplimos con el horario preestablecido a pesar de algunas desventajas, 
como las de quedarnos el jueves y viajar de noche. 


Lo que pido es que se cumpla con lo acordado; no estoy pidiendo que se haga una excepción para mí. Insisto: 
solicito que se cumpla con el horario, para que cada uno pueda cumplir con su agenda. 


Si hay que considerar a un compañero que hoy está en un medio de comunicación, nosotros pedimos que se 
tenga en cuenta también que nosotros tenemos que viajar 400 kilómetros, en horas de la noche, con las 


pésimas condiciones climáticas de hoy. Le pido al Presidente y a la Comisión que se evalúen las dos 
posiciones. La mía es la de adherir al criterio preestablecido; lo demás es discrecional. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Como le mencioné al Presidente antes de comenzar, por lo avanzado 
de la hora voy a solicitar que comencemos con la consideración del proyecto o que levantemos la 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a solicitar que la Comisión pase a intermedio hasta que llegue el señor 
Diputado Puig. 


Se va a votar. 

(Se vota) 

—Siete en doce: AFIRMATIVA. 
Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 14 y 14) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 20) 


En discusión el proyecto de ley "Marihuana y sus derivados". 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Si bien venimos discutiendo desde hace largo tiempo el proyecto 
"Marihuana y sus derivados", hasta hace poco tiempo no sabíamos cuál iba a ser el definitivo. 
Tomamos conocimiento del proyecto definitivo por parte del señor Presidente el martes a la noche. 
Esto nos ha impedido hacer las consultas pertinentes con las respectivas bancadas de nuestro Partido, 
por lo que solicitamos que, más allá de que se comience con el tratamiento del proyecto, no se vote en el 
día de hoy, ya que hay algunos artículos que merecen una consideración especial. 


SEÑOR BANGO.- Sin querer incidir en los procedimientos que cada partido y cada legislador adopta 
a los efectos de la consideración de los proyectos de ley, que son incuestionables, queremos dejar 
constancia de que el proyecto tuvo pocas modificaciones. El señor Presidente de la Comisión las 
trasmitió el martes. Las variaciones que tiene el proyecto definitivo con respecto al que oportunamente 
se había presentado -que se iba a considerar el mes pasado, pero la reunión fue suspendida- son muy 
pocas. Se realizó un cambio en el artículo 8”, en el que se aludía a un artículo equivocadamente. 
También hubo un cambio en uno de los literales del artículo 5”, ya que el literal que hacía referencia al 
máximo y al mínimo de los clubes de membresía estaba ubicado en otro literal que no guardaba 
relación. Asimismo, se modificó el artículo 16, agregándose un segundo inciso que no estaba 
contemplado en la versión anterior, oportunamente enviada a la Comisión. 


Independientemente de los procedimientos que los colegas tienen para discutir los proyectos de ley, que 
mucho respetamos, creemos que están dadas las condiciones para votar el articulado en el día de hoy, dado 
que el proyecto es casi el mismo que fue remitido oportunamente para su consideración. 


Por lo tanto, la bancada del Frente Amplio no va a acompañar la propuesta del señor Diputado Iturralde 
Viñas. Proponemos culminar la votación del articulado en el día de hoy. Ya dimos una discusión en general 
entre todos los colegas, marcando el posicionamiento político respecto a la globalidad del proyecto. 


SEÑORA MONTANER.- El Partido Colorado también hubiera querido postergar el tratamiento del 
proyecto para ver si podíamos acompañar algunos artículos. Como no podemos consultar con nuestra 
bancada, no lo podremos hacer. 


SEÑOR RADÍO.- Yo creo que siempre estamos en condiciones de votar. Ahora bien, formalmente, con la 
misma lógica podríamos haber votado en la última sesión. Pero la realidad es que en esa oportunidad la 
bancada oficialista no había conseguido acuerdos, por lo cual postergamos esta decisión, con esa diferencia 
del 2%, que hoy es la causa por la cual otra bancada pide la postergación. 


Obviamente acá se va a hacer lo que determine la mayoría, pero me parece que es atendible el planteo 
realizado en la medida en que, además, podría estar habilitando que se votaran algunos artículos por parte de 
la oposición. 


SEÑOR SANDER.- Ustedes dejaron la posición muy clara en la última sesión pero, en verdad, yo me 
contacté con este proyecto el día martes de noche, y tiene unos cuantos artículos más que el anterior. Y 
si no me equivoco, cuando en el artículo 6” se habla del literal D) del artículo 3” debería hacerse 
referencia al artículo 3” de la Ley N” 17.016. El artículo 3” de este proyecto de ley habla de principios 
generales y no tiene literales. El que tiene literales es el artículo 5” que, como dije, refiere al artículo 3" 
de la Ley N” 17.016 de 22 de octubre de 1998. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se toma nota de la observación del señor Diputado para volver al tema 
cuando ingresemos en el estudio del articulado. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros siempre hemos sido respetuosos de la cortesía parlamentaria, en el 
sentido de dar a todas las bancadas la oportunidad de estudiar los temas y de no votar sobre tablas 
proyectos que no se conocen. Pero lo cierto es que, en líneas generales, este proyecto que está sobre la 
mesa no fue entregado el martes. Fue anunciado desde hace tiempo, si bien es cierto que tiene algunas 
modificaciones, no sustanciales, respecto de los borradores que se venían manejando, tal como explicó 
el señor Diputado Bango. 


Como se dijo, la bancada oficialista está en condiciones de votar en el día de hoy, finalizando el estudio de 
este proyecto, sin perjuicio de que en el lapso comprendido entre que la iniciativa salga de Comisión y vaya 
al plenario estaremos abiertos a las propuestas concretas que haya sobre el articulado, a los efectos de obtener 
los mayores apoyos posibles, si no es en todo el proyecto -da la impresión que no los vamos a conseguir-, por 
lo menos en algunos de los artículos que se han propuesto. 


Por lo tanto, entendiendo los planteos efectuados, quería dejar en claro cuál es la voluntad de la bancada 
oficialista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a proponer el siguiente procedimiento: primero, pasaríamos a 
votar el proyecto en general. Luego, presentaríamos un sustitutivo al artículo único del Poder 
Ejecutivo y el resto de los artículos como aditivos. 


Asimismo, vamos a proponer el desglose de la primera parte, hasta el artículo 17, que es donde se empieza a 
mencionar el nuevo instituto que se crearía, IRCCA. Haríamos un bloque con estos artículos y luego 
votaríamos el resto del articulado en forma desglosada. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quisiera formalizar la moción que formulé en el sentido de postergar 
la votación, ya que hace menos de cuarenta y ocho horas que tomamos conocimiento de este proyecto. 
Además, no sabíamos que iba a haber un acuerdo dentro del Frente Amplio. Por consiguiente, no 
tenemos posición de bancada y, en lo que me es personal -y sé que también es la posición de otros 
compañeros-, en tanto y cuanto no tratemos el proyecto con la bancada no vamos a acompañarlo ya 
que consideramos que esto amerita posiciones colectivas de partidos. 


Por consiguiente, solicito que se vote la postergación de la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se posterga la votación. 


(Se vota) 

—Sels en trece: NEGATIVA. 

En discusión en general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en trece: AFIRMATIVA. 


Léase el artículo sustitutivo del artículo único del proyecto presentado por el Poder Ejecutivo, presentado por 
el Frente Amplio. 


(Se lee) 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo único del Poder Ejecutivo. 
(Se vota) 


Cero en trece: NEGATIVA. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo sustitutivo. 
(Se lee) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


SEÑOR AMARILLA.- Hemos votado en contra de este artículo 1 entendiendo que encierra algunas 
contradicciones 


Evidentemente, un artículo que plantea como premisa acciones tendientes a proteger, promover y mejorar la 
salud pública, no puede a su vez plantear la facilitación al acceso a sustancias que sabemos producen daño y 
perjuicio a la salud física, psíquica, social, afectan la seguridad pública y propician la desintegración familar, 
de acuerdo con la información científica que hemos recibido en esta Comisión. 


Esta contradicción hace imposible que acompañemos este artículo. 


Además, encierra una definición de política de drogas que está muy bien establecida, que es muy coherente 
con las posiciones que se han mantenido sobre la minimización de riesgos y disminución de daños, pero se 
trata de una política que asume solo el partido de Gobierno. Eso es lo que lamentamos, porque cuando 
empezamos a trabajar en esta Comisión, hace más de tres años, la idea era abordar y enfrentar esta 
problemática tan compleja, que afecta de manera tan importante a la sociedad uruguaya. Por tanto, creo que 
se deberían haber buscado líneas de consenso, por lo menos, con la mayoría de los sectores. 


Sin perjuicio de ello, entendemos que estamos dejando de lado el principal problema de la sociedad 
uruguaya, que es la pasta base. A mi lado tengo al Diputado Iturralde Viñas, quien ha presentado un proyecto 
específico sobre el tema. Si bien fue un trabajo en conjunto con otros legisladores y otros sectores sociales, él 
ha tenido mucho que ver en la redacción. 


El flagelo de la pasta base va a seguir de idéntica forma, y vamos a alimentarlo con nuevos consumidores a 
partir de lo que entendemos como la escalera del consumo. 


Por estos motivos hemos votado en contra de este artículo que creo tiene la sustancia de la visión política de 
un tema que se desarrolla en el resto del articulado. 


SEÑORA MONTANER.- Nosotros votamos en contra porque desde que empezó el tratamiento de la 
despenalización del cannabis entendimos que nuestro paradigma era distinto. 


El paradigma que nos presenta la bancada del Frente Amplio tiene que ver con la reducción y la 
minimización de los daños. El nuestro radica en la prevención. Ahí ya arrancamos con visiones diferentes. 
Realmente, tendría que tratarse de prevención, ya que en el mismo artículo se hace referencia a los riesgos 
del cannabis. Quiere decir que no se trata de una sustancia que no sea nociva. Este artículo se refiere a los 
riesgos del cannabis y a su minimización. 


Yo presenté un proyecto en esta Comisión -no sé si alguna vez fue leído- que se enfocaba en la obligatoriedad 
de un plan de prevención a nivel del sistema educativo sobre las sustancias psicoadictivas, a fin de considerar 
su consumo como una enfermedad crónica, como lo hace la Organización Mundial de la Salud. De esa 
manera, el Gobierno podría destinar recursos y políticas de salud pública -que hoy no hace- para el 
tratamiento de aquellos consumidores que dejan de ser no problemáticos para pasar a serlo. 


Recientemente leí en la prensa que existe una preocupación sobre como se va a regular a aquellas personas 
que bajo la acción tóxica o adictiva de estas sustancias estén trabajando. Eso también lo vemos en los libros 
del PIT- CNT, con el tema del alcohol y lo que se llaman "certificados libres de adicciones". Se trata de 
empresas que tendrían una responsabilidad social y que, por lo tanto, el Estado tendría que apoyar para que se 
implementaran verdaderos programas y talleres de educación acerca del impacto negativo en la salud que 
provoca el consumo de sustancias psicoadictivas. En eso también se basaba nuestro proyecto. 


Como tenemos una filosofía diferente con respecto a los paradigamas, no vamos a votar este artículo. 


El artículo 1 claramente refiere -tengo que decir que hay mucha honestidad en la redacción- a los riesgos del 
cannabis. En esta Comisión recibimos a la Cátedra, a la Academia, a la Udelar, a diferentes catedráticos de 
toxicología, neurología, psiquiatría y de oncología, que hablaron de lo nocivo de esta sustancia. Por eso digo 
que en la redacción hay una honestidad intelectual al hablar de los riesgos del cannabis. Entonces, si hay 
riesgo, prefiero prevenir a través de la educación, antes que pensar en minimizarlos. 


SEÑORA ALONSO.- En el mismo sentido que los Diputados preopinantes, voy a argumentar mi voto 
negativo con respecto a este artículo. 


Parece muy claro el paradigma de este proyecto, y el concepto que hay en su redacción tiene que ver, 
precisamente, con la reducción de daños. 


Si bien entendemos que la reducción de los daños debe ser concebida como una herramienta para la 
intervención del consumo problemático, nunca debe ser entendida como una política de Estado, como 
parecería apuntar el Gobierno a través de este proyecto. 


La reducción de daños surgió como una estrategia específica para minimizar ciertos daños provocados por el 
consumo intravenoso de drogas, pero creemos que en este caso ese no es el camino que tiende a la protección 
de la salud, tal cual lo establece el artículo 44 de nuestra Carta Magna. Por lo tanto, este artículo estaría 
dándose de bruces contra este otro artículo de la Constitución. 


SEÑOR SANDER.- Entendemos que hay una clara contradicción en este artículo. De todos los técnicos 
que han pasado por esta Comisión durante tres años, recuerdo a la doctora Raquel Peyraube, que fue 
la única que habló de minimizar los riesgos y de la política de reducir los daños. 


Casualmente la doctora Peyraube es asesora del Ministerio de Salud Pública, y aparece en la campaña que 
vemos en la televisión y escuchamos por la radio todos los días. 


En este artículo se hace referencia a promover la salud, cuando sabemos -y está establecido- que la 
marihuana hace daño 


Por eso quería dejar mi constancia en contra de este artículo 1” que claramente contiene contradicciones. 


SEÑOR RADÍO.- Quería dejar constancia de que votamos afirmativamente este artículo teniendo claro que 
la premisa es que no se trata de una sustancia inocua y que los riesgos efectivamente están presentes. Pero 
también lo hicimos asumiendo que, en realidad, los límites que las normativas establecen respecto a las 
estrategias e, inclusive, a las prohibiciones, no necesariamente pasan por lo saludable o no, porque existen 
infinidad de sustancias de hábitos de consumo y de costumbre que son perjudiciales para la salud, en algunos 
casos, más aún que la marihuana, que son de libre acceso y absolutamente legales. 


SEÑOR MICHELINI.- Este artículo 1% que acabamos de votar es sustitutivo del artículo único del 
proyecto enviado oportunamente por el Poder Ejecutivo. A mi entender, este artículo marca 
claramente cómo se desenvuelve el resto del proyecto y le da un fin orientador. 


En ese sentido, me parece que este artículo es central en el entendido de minimizar riesgos, reducir daños, 
promover la información, la educación y la prevención respecto al uso del cannabis y hay testimonios de que 
el hecho fáctico, real, de que el cannabis es de uso extendido en la sociedad uruguaya. Por lo tanto, este 
artículo da herramientas al Estado uruguayo, que hoy no tiene. 


SEÑOR BANGO.- No voy a agregar nada a la fundamentación de voto que ha hecho el señor Diputado 
Michelini. 


Simplemente, quería dejar una constancia. 


Con relación a la política de reducción de daños que el Estado uruguayo viene desempeñando, queremos 
decir que los dos Gobiernos instalados desde el año 2005 son herederos y continuadores de una política de 
reducción de daños iniciada en el año 2000 por el Estado uruguayo, como consta en los documentos de la 
Junta Nacional de Drogas y en la Secretaría de Drogas de la época y que, efectivamente, los gobiernos del 
Frente Amplio han entendido que esas políticas de reducción de daño han marcado la senda correcta. La 
política de reducción de daños es afirmada y avalada por la Organización Mundial de la Salud y el enfoque 
de reducción de daños no está para nada reñido -sino que es complementario, y lo incluye- con todas las 
políticas de prevención que, como es obvio, deben acompañar si queremos tener una eficaz lucha contra el 
consumo problemático de drogas. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Nosotros no solamente hemos votado en contra el proyecto en general, 
sino que también lo hemos hecho en la discusión particular en contra del 1* artículo ya que, como lo 
hemos señalado reiteradas veces en esta Comisión, creemos que el gran problema de la droga en este 
país es la pasta base, y es el que debería abordar el Gobierno, pero no sentimos que se estén llevando 
políticas públicas en ese sentido. 


Con relación a la política que se está llevando adelante con la marihuana, nos gustaría que hubiera una 
política activa del Gobierno similar a la que existió en el período pasado -que se transformó en una política 
de Estado- con relación al tabaco. Más allá de las intenciones, que nadie puede atribuir que no sean positivas 
las de quienes intentan legislar en un sentido, acá no se logra el fin deseado. Con esto se facilita el acceso a la 
droga, no se dan señales claras desde la ley señalando que la droga es negativa. Se habla de la prevención de 
riesgos y de protegerla, pero no se dice claramente que es un problema de salud pública. 


Tengo aquí el artículo 1 de la Ley N* 1.566 del año 2012, de Colombia, que establece: "Reconózcase que el 
consumo, abuso y adicción a sustancias psicoactivas, lícitas o ilícitas es un asunto de salud pública y 
bienestar de la familia, la comunidad y los individuos. Por lo tanto, el abuso y la adicción deberán ser 
tratados como una enfermedad que requiere atención integral por parte del Estado, conforme a la 
normatividad vigente y las Políticas Públicas Nacionales en Salud Mental y para la Reducción del Consumo 
de Sustancias Psicoactivas y su Impacto, adoptadas por el Ministerio de Salud y Protección Social" 


Creemos que este es el principio que debe guiar la política que se debe seguir con relación a la droga. 
La legislación vigente ya permite el consumo y, si bien hay que ajustarla, no creemos que sea a través una 


legislación que, en nuestra opinión -lo decimos respetuosamente-, más que contener y controlar los riesgos lo 
que hace es incentivar el consumo de la droga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 2”. 


(Se lee) 

—En discusión. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

—Siete en trece: AFIRMATIVA. 


Tiene la palabra la señora Diputada Montaner. 


SEÑORA MONTANER.- He votado negativamente este artículo, porque me parece que es una mala 
señal desde el Estado -el Estado para todos los uruguayos es la máxima expresión de la seguridad, la 
sanidad, el cuidado, la supervivencia y todo lo que tiene relación con los habitantes de la República 
Oriental del Uruguay- impulsar y respaldar este proyecto. Quiero dejar constancia en la versión 
taquigráfica de que no me cayó bien y de que no se vio bien por parte de la población que en todos 
estos ciclos de charlas, diálogos o debates que se dieron por parte de la Junta Nacional de Drogas a 
nivel de todo el país se hubieran utilizado algunos centros educativos. Realmente, creo que esto 
muestra una especie de promoción de la marihuana. Como decía el señor Diputado Iturralde acerca de 
la regulación del tabaco, con las políticas del doctor Tabaré Vázquez hoy tenemos índices de consumo 
bastante menores, sobre todo, en adolescentes, franja etaria que sale a la vida con menos riesgos de 
salud. 


Quiero dejar constancia en la versión taquigráfica de que realmente creo que el Estado, al promover ese ciclo 
de charlas en las que no hubo un debate con dos contrapartes, sino que hubo una promoción de la marihuana 
-muchas veces, en centros de formación- lo que está haciendo es minimizar los riesgos y acercar a los 
jóvenes la marihuana. Yo creo que lo que debemos es educar a los jóvenes y que en sus centros educativos 
sepan cuáles son las consecuencias del consumo; luego, el que quiera consumir, en nombre de la libertad 
individual y personal que felizmente rige en este país, que lo haga, pero no con una clara promoción por parte 
del Estado en centros educativos como si el eslogan fuera: "Decíle sí a la marihuana 2013". 


Creo que eso va contra los principios por los cuales venimos bregando, no solo por los graves daños para la 
salud de quien consume marihuana, sino también por el costo que va a tener el Estado para poder tratar a 
todos estos consumidores problemáticos. Con este artículo, cuando el Estado está presente en esta acción, se 
está respaldando lo que nosotros entendemos que no debería. Pensamos que se debería educar para que, 
luego, cada individuo tome su decisión, pero acá el Estado toma parte de una decisión determinada y la 
promueve desde un punto de vista con el que no estamos de acuerdo. 


SEÑOR AMARILLA.- He votado negativamente este artículo y nos queda una gran duda, que 
comentábamos con la Diputada Alonso, sobre las responsabilidades internacionales que va a asumir el 
Estado, a partir de la aprobación de un texto como este que establece el artículo 2” que dice que el 
Estado asume el control de la importación y exportación del cannabis, además de otras actividades 
internas. 


De alguna manera, establece una disposición vinculada al mercado internacional que quizás contradiga o 
contravenga alguna Convención Internacional o compromisos asumidos por la República. 


SEÑOR BANGO.- Quiero dejar constancia de que las semillas de cannabis no están dentro de la lista 
de restricción de la JIFE, que es el organismo de contralor internacional, porque las semillas no son 
consideradas drogas. Por lo tanto, la importación y exportación de semillas ES absolutamente legal, y 
está en línea con los convenios internacionales en la materia. Es más: existen bancos de semillas en 
distintas partes del mundo que comercian con semillas de cannabis. 


SEÑOR AMARILLA.- El artículo no especifica que sean semillas; se refiere al cannabis y dice: "[...] 
importación, exportación, plantación, cultivo, cosecha", y el cultivo y la cosecha no tienen relación con 
la semilla. De alguna forma, hace alusión a toda la sustancia. Creo que la amplitud del texto nos puede 
generar problemas como país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La posición personal -y estimo que de la bancada- es que las Convenciones 
establecen, entre otras cosas, que los Estados pueden tomar decisiones siempre y cuando entiendan 
que, en el marco de lo que ellas pautan, hay que mejorar las condiciones sanitarias de la población 
para hacer cumplir dichas Convenciones. 


Inclusive, hay que tener en cuenta la ley de estupefacientes que otorgaba el monopolio del contralor y de la 
regulación del cannabis al Estado. Si uno compara este artículo con disposiciones de la ley de 
estupefacientes, podemos decir que no estamos innovando en la materia. 


En ese sentido, entendemos que no entramos en contradicción con las Convenciones dado que estamos 
tomando esta decisión a fin de mejorar la salud de los ciudadanos, ya que el narcotráfico, controlando este 
mercado, está regulando las calidades, sustancias, acceso, precios, etcétera, y así perjudicando la salud de los 
usuarios. 


Estos son los argumentos que entendemos válidos, que no se contraponen particularmente con la Convención 
de 1961 en Viena. 


SEÑOR SANDER.- Votamos en contra en general este proyecto y también lo vamos a hacer con cada 
uno de los artículos. 


Creo que este artículo 2* encierra la propuesta original del artículo único. Este es el artículo único que vino 
en la propuesta original del Gobierno, allá en el mes de julio. Lo que se hizo fue adornarlo; fue mutando y, en 
lugar de tener treinta y pico de artículos, ahora tenemos cuarenta y pico. Este es el corazón del proyecto, así 
como el error. Sostengo que el Gobierno no tiene condiciones -ya lo dijimos y queremos que ahora quede 
constancia en la versión taquigráfica- para hacerlo, y menos para controlarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 3”. 

(Se lee) 

SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer una sugerencia en la redacción del texto. Cuando dice "con 
sujeción a las limitaciones emergentes del Art. 10 de la Carta", debería decir "con sujeción a las 


limitaciones emergentes del Art. 10 de la misma". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo con la modificación 
propuesta por el señor Diputado Michelini. 


(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


Léase el artículo 4*. 


(Se lee) 


SEÑOR MICHELINI.- A los efectos de la concordancia en la redacción, voy a sugerir que se elimine el 
"nomen iuris" de este artículo 4 y del anterior que acabamos de votar dado que el resto de los 
artículos no lo tiene. Entonces, o se los ponemos a todos o a ninguno. Por lo tanto, me parece más 
sencillo eliminarlo de estos dos artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo con las 
modificaciones propuestas por el señor Diputado Michelini. 


(Se vota) 


Siete en trece: AFIRMATIVA. 


Proponemos suprimir la lectura de los siguientes artículos y desglosar los literales del artículo 5%. ¿Están de 
acuerdo? 


(Apoyados) 


SEÑOR AMARILLA.- En este artículo se habla de la plantación. En el literal B) se hace referencia al 
cultivo y a la cosecha. Luego se habla de la plantación, el cultivo y la cosecha domésticos y en clubes de 
membresía. Con respecto a estos tres literales en que se habla del tema productivo, quiero hacer dos 
planteos. 


Uno es en función de lo que públicamente apareció en las últimas horas sobre el interés de una multinacional, 
Monsanto, deseando incursionar aparentemente en el negocio de las semillas transgénicas de cannabis. 
Evidentemente, esto irrumpe en la escena de este tema con un interés económico importante. Es un elemento 
nuevo que se agrega al debate que no estaba hasta hace una semana cuando analizamos el proyecto y me 
parece que hay que tenerlo en cuenta. 


En ese sentido, el segundo planteo que deseo formular es que en nuestro país existe una reglamentación con 
respecto a las semillas transgénicas. Hay una cuarentena que se estipula para determinadas semillas con 
manipulación genética, que lo regula el Instituto Nacional de Semillas, Inase. 


Personalmente, tenemos una posición contraria a los organismos genéticamente modificados; no sé si 
contraria a rajatabla, aunque sí con un sentido de principio precautorio en materia de derecho ambiental que 
consiste en no autorizar hasta que podamos determinar con absoluta seguridad desde el punto de vista 
científico que no van a generar impactos negativos en el medioambiente ni en la salud humana. Por eso, no 
somos promotores del proyecto ni lo vamos a acompañar, pero vamos a plantear la posibilidad de que los 
promotores consideren la regulación estricta de los organismos genéticamente modificados, el impacto que 
puedan tener y el cumplimiento estricto de la reglamentación en ese aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros entendemos que el proyecto no innova con relación a las semillas, es 
decir, mantiene los organismos que actualmente están en funcionamiento -el Instituto Nacional de 
Semillas-, y la regulación y el control de las semillas que ingresan al país. Por lo tanto, las semillas de 
canabis ingresarán dentro de esa legislación. El Instituto que estamos creando no tiene potestades para 
pasarle por arriba -lo digo coloquialmente- al Instituto que ya se encarga de la regulación y plantación 
de cualquier organismo vegetal en nuestro territorio. Por lo tanto, tendrá su campo de acción y no 
estamos innovando en la materia más allá de lo que existe. 


SEÑOR ORRICO.- El segundo inciso del literal F) del artículo 5” establece: "Los clubes de membresía 
deberán tener un mínimo de quince socios y podrán tener hasta cuarenta y cinco socios". Creo que 
debe decir "hasta cuarenta y cinco". No hay por qué repetir el término "socios". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como se ha solicitado, se va a desglosar el artículo 5% y se votará por 
literales. 


En discusión los dos primeros párrafos y el literal A) del artículo 5*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el literal B) del artículo 5”. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Siete en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el literal C) del artículo 5”. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. En discusión el literal D) del artículo 5%. Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


SEÑOR SANDER.- He votado en contra. De acuerdo con lo que he estudiado y leído, sé que hay 
plantas que pueden llegar a dar un kilo y medio, y aquí se plantean hasta 480 gramos. ¿Qué va a pasar 
con el sobrante de esa marihuana? ¿La gente la devolverá? No leo en ningún artículo del proyecto de 
ley que se prevea ese aspecto. ¿La gente qué va a hacer? ¿La va a consumir? ¿Se lo dejarán a la gente 
que vive en esa casa? ¿Qué va a pasar con eso? 


Me gustaría que de alguna forma la bancada de Gobierno, que presentó el proyecto, lo deje establecido. 
Dijimos que votamos en contra, pero queremos que se apruebe de la forma más clara posible. 


SEÑOR ORRICO.- Es un problema de interpretación jurídica. Si se está diciendo "hasta 480 gramos", 
lo que sobre hay que tirarlo. Es clarísimo. 


(Interrupciones) 


Entonces, más allá de la carcajada -que no figura en la versión taquigráfica y que honestamente me 
pareció de mal gusto-, debo decir que es una interpretación jurídica estricta. Si nosotros ponemos un límite a 
algo, y este se supera, se destruye. Eso lo determinará la reglamentación. ¿Cómo se hará? No es un problema 
que deba resolver la ley. La norma establece el marco en que hay que actuar; se actúa en determinadas 
condiciones. La ley establece que el 80% de la superficie de las cajas de cigarrillos debe poseer una imagen 
que determine el daño que produce. Si a alguien se le ocurre utilizar el 90%, no hay problema, pero si utiliza 
el 70%, se denuncia. 


Esos son los estándares que las distintas leyes van fijando. No creo que haya problemas en esto, más allá de 
que cualquiera que haya plantado una flor en su vida -aunque sea eso- sabe que los rendimientos de las 
plantas son muy variables. Si uno planta muchas cosas y les da el mismo cariño, tratamiento y sustancias, 
algunas vienen enormes y otras quedan enanas y no hay quien las mueva. 


Acá hay un límite: 480 gramos. Después, no es legal aquello que lo supere. Es eso. 


SEÑOR SANDER.- De alguna manera, la gente tendrá que pesar. ¿Cómo se sabrá si produce 480 
gramos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con una balanza. 
SEÑOR SANDER.-- Sí, en cada casa una balanza. 


SEÑOR SILVA.- Al final de este literal se establece "hasta un máximo de 480 gramos" y debería 
agregarse "anuales". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal E) de artículo 5”, con la 
modificación propuesta por el señor Diputado Silva. 


(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. 

En discusión el literal F) del artículo 5%, con la propuesta de quitar el término "socios" del segundo párrafo. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el literal G) del artículo 5". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en trece: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 6”. 


Aquí debemos hacer una sugerencia: en un momento cambiamos la numeración y en el último párrafo se 
indica el literal D), pero la referencia debe ser al literal E). 


SEÑOR MICHELINI.- Estamos considerando el artículo 6”, que hace referencia al artículo 30 del 
Decreto-ley N” 14.294, en la redacción dada por la Ley N* 17.016. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 

SEÑOR MICHELINI.- Y los dos párrafos siguientes están entre comillas. Por lo tanto, el destino que 
refiere el literal D) del artículo 3” es del Decreto-ley_N” 14.294, en la redacción dada por de la Ley 
N? 17.016. No es de este texto. 

SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 3” es este. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, hay que quitar esas comillas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestro artículo 5” es el artículo 3” de la Ley N” 17.016. Creo que es correcta 
por esa razón. Si uno va al artículo 5”, tiene el artículo 3", y el entrecomillado está refiriéndose al 
artículo 30 de la Ley_N” 17.016. Creo que es correcto simplemente al hacer referencia al literal E). 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6% con la modificación propuesta. 
(Se vota) 


Siete en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 7”, cuya lectura se ha solicitado suprimir. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 8, cuya lectura se ha solicitado suprimir. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Siete en trece: AFIRMATIVA. 


Se pasa a considerar el Capítulo II "De la Salud y la Educación de la Población y los Usuarios". 
Léase el artículo 9%. 


(Se lee) 


En discusión. 


SEÑORA ALONSO.- Quiero dejar constancia de nuestro voto negativo a este Capítulo en particular, 
aunque coincidimos con los distintos artículos que contiene, porque, precisamente, es a la salud y a la 
educación de la población y los usuarios a donde se debería apuntar en primer lugar, previniendo, 
educando y rehabilitando. Aunque se incorporan estos aspectos a la iniciativa, no era necesario 
elaborar este proyecto para que se aplicara, por ejemplo, como establece el artículo 9”, la instalación de 
dispositivos de información, asesoramiento, diagnóstico, derivación, etcétera, por parte de la Junta 
Nacional de Drogas. Lo mismo podía haberse hecho durante todo este tiempo, sin necesidad de 
aprobar este proyecto. 


Coincidimos plenamente en que tienen que estar y en que la ANEP debe disponer de políticas educativas 
sobre drogas. Hacia allí debieron haberse enfocado el Gobierno y la Junta Nacional de Drogas. 


Reitero: vamos a votar negativamente por el concepto que hay detrás de este proyecto y no por este Capítulo 
en particular. 


SEÑOR SANDER.- Vamos a votar negativamente, pero queremos dejar constancia de que en 2011, 
junto con la señora Diputada Montaner, hicimos un informe entre los que hacíamos referencia a la 
prevención y la educación. Creemos que no es necesario aprobar este proyecto, porque el Estado tiene 
potestades para hacerlo. 


Cuando el Subsecretario Briozzo concurrió a esta Comisión, le preguntamos si el Sistema Nacional Integrado 
de Salud estaba en condiciones de atender a los adictos, y dijo que no. Lo digo a modo de constancia. 


SEÑORA MONTANER.- Para ser coherente, voy a votar afirmativamente, porque presenté en esta 
Comisión un proyecto en el que se incluye lo que contiene este Capítulo, como llevar obligatoriamente 
la prevención al sistema educativo formal y el tratamiento de los adictos problemáticos por parte del 
Estado y de las instituciones de salud. 


Entonces, si bien no estoy de acuerdo para nada con el espíritu general del proyecto -como ya lo expresé-, 
dado que presenté la iniciativa que mencioné, aprovecho la oportunidad para votar de forma coherente, en 
procura de que esto se cumpla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va votar el artículo 9. 


(Se vota) 
———Nueve en trece: AFIRMATIVA. 
Léase el artículo 10. 


(Se lee) 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


———Nueve en trece: AFIRMATIVA. 


SEÑORA MONTANER.- Sigo votando afirmativamente porque, como ya expresé, no quiero ser 
incoherente con la iniciativa que presenté, y algunos aspectos que contenía están incluidos en este 
proyecto. 


Pregunto a los compañeros que son abogados si la expresión "deberá disponer" es determinante. Si no se 
cumple ¿se va contra la ley? 


SEÑOR ORRICO.- El texto está ordenando, no dice "podrá". Evidentemente, esto no se hace, o está 
en pañales. La orientación general del proyecto es que todos esos temas de educación se apliquen, que 
empiece a haber infraestructura adecuada para hacerlo. Naturalmente, si el doctor Briozzo viene hoy y 
se le pregunta, va a decir que no están en condiciones porque esto se ha planteado muy recientemente. 


De manera que se trata de dar un marco de actuación para que esa actividad educativa se lleve a cabo. Acá 
todos tenemos muy claro que el cannabis es una droga que genera muchas dificultades y daño a las personas 
que la consumen. Tal vez, discrepamos en cuanto a la estrategia a seguir frente a eso, pero está muy claro. Es 
lo mismo que el cigarrillo: todos tenemos claro que mata mucha más gente que los accidentes de tránsito, los 
homicidios y tantas otras cosas sumadas: cinco mil personas por año en el Uruguay. Sin embargo, a nadie se 
le ocurre suprimir o eliminar el cigarrillo; sería absolutamente impensable. Es el criterio de quienes 
propiciamos empezar a trabajar en esta línea, ante lo que consideramos que ha sido un fracaso de las políticas 
que se han llevado a cabo. 


Naturalmente, la educación es parte de la solución, pero no tiene un efecto mágico. Lamentablemente, hay 
muchas experiencias a lo largo y ancho del mundo -sobre todo con el cigarrillo, que es sobre lo que más se ha 
trabajado- de educación sobre los efectos del consumo, con resultados prácticamente nulos si no se 
acompañan con otro tipo de medidas. 


Entonces, ninguna solución de por sí va a arreglar nada. Es un conjunto de medidas que hay que tomar para 
tratar de llegar a resultados mejores que los que tenemos hoy. Lamentablemente, esto es como la 
criminalidad: criminalidad cero no existe en ninguna parte del mundo, haga uno lo que haga. Hay que 
trabajar para que se aproxime lo máximo a cero, para que se consuma lo menos posible, y para que el que 
consume tenga adónde ir. Es lo que tratamos de lograr a través de los mecanismos incluidos en este proyecto 
de ley. 


SEÑOR PEREIRA (Nicolás).- Se ha machacado reiteradamente -en particular durante el debate que venimos 
llevando adelante-, sobre todo en la discusión de los artículos 1* y 2*, en la falta de difusión de las afecciones 
que trae aparejado el consumo de marihuana y de cualquier otro tipo de drogas. No quise interrumpir durante 
la discusión de los artículos 1” y 2* porque creo que la oportunidad para hablar de eso es en el artículo 10, en 
el que queda claramente establecido el lugar que le da el Gobierno al consumo de marihuana y la 
preocupación que hay con respecto a la educación para prevenir el uso problemático de drogas. 


Se dice por parte de la oposición, con total acierto, que no es necesaria esta ley para hacer lo que estipula el 
artículo 9%. Repito: es cierto. Vamos a aprobar un proyecto que regula el mercado de la marihuana y, dentro 
de esta iniciativa, se incluyen estos artículos que hacen al cambio de política que está tomando nuestro 
Gobierno. Pero también podríamos decir que no hacía falta que llegara un Gobierno del Frente Amplio para 
que esto se hiciera. Esto se podría haber hecho hace veinte años; esto se podría haber hecho en el 2000, 
cuando dirigía la Junta Nacional de Drogas el doctor Leonardo Costa y se empezó con la política de 
reducción de daños. 


(Interrupción de la señora Representante Montaner) 


———Queríamos destacar esto, pero no en un momento en el que no se estaba discutiendo este tema particular. 


Además, a pesar del enojo de la señora Diputada Montaner, quiero destacar su coherencia al acompañar estos 
artículos, a pesar de que no está de acuerdo con el proyecto en su conjunto. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar una constancia con respecto al artículo 10. Entiendo que la 
redacción y los giros de los cuatro párrafos de este artículo en nada vulneran la autonomía que para 
los Entes Autónomos de la enseñanza establece el artículo 205 de la Constitución de la República. Es en 
ese entendido que acompaño con mi voto; hay plena vigencia de la norma constitucional en este caso. 


SEÑOR AMARILLA.- Me siento representado por lo que dijo la señora Diputada Alonso cuando se 
refirió a nuestro voto negativo a todo este Capítulo. Solo quiero plantear un nuevo reclamo, en esta 
instancia, por la pasividad que se ha tenido en cuanto a la educación y prevención, y no solo en esta 
Administración y en la anterior, porque lamentablemente ha sido una constante la falta de 
cumplimiento de los deberes públicos por parte de los organismos de enseñanza, de salud y, en 
particular, de la Junta Nacional de Drogas. Todo lo que se plantea en estos artículos deberían haberlo 
hecho de oficio, teniendo en cuenta cómo crecía el problema y cuánto afectaba a nuestra sociedad. 


Se han hecho campañas muy importantes desde la educación formal y no formal sobre el consumo de 
alcohol, la educación sobre tránsito y la violencia doméstica, pero, lamentablemente, no se ha procedido de la 
misma forma en materia de adicciones en general y, en particular, de adicción a las drogas. 


En su momento, al principio del período, le planteamos el tema al señor Julio Calzada -que en aquel 
momento era asesor de la Junta Nacional de Drogas-, y él nos dijo que tenían algunas cartillas, pero que no 
había estrategias pedagógicas ni educativas, ni se habían generado talleres para hablar con los educadores 
sobre esta cuestión. 


Lamentamos la pasividad y el tiempo que ha perdido el Estado uruguayo, más allá de los actores de que se 
trate, en materia de educación y prevención. 


SEÑOR BANGO.- En la página web de la Junta Nacional de Drogas constan todos los programas de 
prevención en materia de educación no formal existentes hasta la fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 11. 
SEÑOR BANGO.- Proponemos que se suprima la lectura de los artículos 11 al 16 inclusive. 


A los efectos de facilitar el procedimiento de votación de la Comisión quiero informar que el artículo 11 
establece la prohibición total de toda forma de publicidad del uso de cannabis 


El artículo 12 ordena a la Junta Nacional de Drogas la realización de campañas educativas, publicitarias y de 
difusión y concientización para la población en general sobre los riesgos, efectos y potenciales daños del uso 
de drogas, y establece que el financiamiento se podrá realizar mediante convenios con empresas del Estado y 
del sector privado. 


El artículo 13 estipula que serán de aplicación al consumo de cannabis las medidas de protección de espacios 
establecidas en la Ley_N* 18.256. 


El artículo 14 establece la prohibición para los menores de 18 años del acceso al cannabis para uso 
recreativo. 


El artículo 15 dispone la prohibición de conducir para quien haya consumido marihuana, y define las 
sanciones que corresponderán a quien lo incumpla. 


Finalmente, en el artículo 16 se faculta a instituciones estatales, paraestatales y privadas a solicitar controles 
de consumo de marihuana, en la medida en que determinadas conductas pueden afectar a terceros. 


Quería dejar estas constancias para que quedara claro qué se votará en cada artículo. 
Solicito que se vote la supresión de la lectura de estos artículos. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑORA MONTANER.- Quiero entender esto, porque hay un divorcio entre lo que se hace previo a la 
votación del proyecto y lo que se establece en estos artículos. Eso me llama la atención y, como ustedes 
son la parte oficialista, los que están promoviendo esta iniciativa, se los pregunto, para sacarme las 
dudas. 


Para promover una ley y para concientizar a la población lo que he visto a través de los medios de 
comunicación, a lo largo y ancho del país, en las charlas y debates de la Junta Nacional de Drogas, ha sido 
siempre la promoción de la marihuana. Pero en los artículos 11 y 12 se establece lo contrario a lo que se 
viene haciendo. Entonces, quiero saber cuál es el criterio de la bancada oficialista para hacer, en primer lugar, 
una promoción a todo nivel, en todo el país, en distintos ámbitos y en los medios de comunicación, con una 
sola visión, lo que me chocó, como laica que soy y como defensora de que el debate se haga en determinados 
lugares, no en los ámbitos educativos y en esas condiciones. 


Ahora, con alegría, veo que en el artículo 11 se establece la prohibición de "toda forma de publicidad, 
publicidad indirecta, promoción, auspicio o patrocinio de los productos de cannabis psicoactivo y por 
cualesquiera de los diversos medios de comunicación: prensa escrita, radio, televisión, [...]", etcétera. Eso 
contraviene totalmente con lo que hizo la bancada oficialista o con lo que hizo la Junta Nacional de Drogas. 
El artículo 12 establece: "La JND estará obligada a realizar campañas educativas, publicitarias y de difusión 
y concientización para la población en general respecto a los riesgos, efectos y potenciales daños [...]". Nunca 
se habló de los riesgos en las campañas. Vamos a votar algunos artículos afirmativamente, pero no me gusta 
ser cerrada y quiero entender hacia dónde va esto. Acá hay una incoherencia total entre lo que se hizo y los 
artículos que ahora se plantean en el proyecto de ley. 


SEÑOR AMARILLA.- ¿Está permitido hacer publicidad a favor de la marihuana? Esta campaña 
promociona la ley, pero también el consumo de un producto, lo que entiendo no está permitido. Este 
tema enturbia el debate. 


Esta campaña es muy costosa. Se habla de que se gastan cientos de miles de dólares en una campaña 
publicitaria y, de alguna forma, se sabe quién la está financiando. En un pedido de informes que realicé 
pregunté si tenía algún apoyo del Estado uruguayo y todavía no he obtenido respuesta. No sabemos si ha 
tenido algún apoyo expreso o tácito; a veces, declarando la información de interés público puede haber 
algunos minutos de gracia en los medios de comunicación. Ahora, descubrimos que tiene financiamiento de 
dos fundaciones extranjeras, internacionales que están vinculadas con una multinacional con intereses 
económicos en la materia. 


Es importante dejar esta constancia en la versión taquigráfica porque estamos asistiendo a una cuestión 
preocupante, ya que se está pasando por encima de las normas que rigen la sociedad. Al debatir qué tenemos 
que hacer los actores públicos para promocionar los cambios en las reglas de juego de la sociedad, estamos 
permitiendo que otros actores pasen por encima de las normas y hagan lo que todavía está prohibido. Tal vez 
se consiga la mayoría en el Parlamento, la norma se apruebe en julio, agosto o setiembre y se convierta en 
ley, y ahí cambiarán las reglas de juego, pero hasta ahora está prohibido promover el consumo o hacer una 
suerte de apología de lo que es delictivo. No es delictivo consumir, pero sí comercializar o producir. Se 
plantea legalizar esto, está perfecto, pero hoy es un delito. Me parece que esa apología que se hace en función 
de apoyar un proyecto con actores privados e intereses multinacionales es preocupante en una sociedad que 
no estaba acostumbrada a eso. 


SEÑOR SANDER.- ¿Esta campaña pertenece al Gobierno o no? ¿La avala la Junta Nacional de 
Drogas? 


El artículo 15 no se debería dejar librado a lo que dicte la reglamentación. Se tiene que saber cuánto THC 
está permitido en el organismo para conducir un auto, una moto, un tren o un avión. Me parece que esto es 


poco serio; debería establecerse en la ley. 


SEÑOR BANGO.- La plataforma de regulación responsable que está llevando a cabo la campaña, no 
es parte de ningún organismo del Estado. 


En cuanto a lo expresado por la señora Diputada Montaner, considero que son apreciaciones que se derivan 
de cómo interpreta esa campaña que, repito, no es del Frente Amplio, del Estado ni del Gobierno, sino de una 
organización privada. Yo la interpreto de la forma opuesta a como lo hace la señora Diputada Montaner, pero 
eso entra en el campo de las interpretaciones. 


El artículo 11 tiene que ver con lo que es el fundamento de nuestro proyecto de ley de regulación. Este 
proyecto, contrariamente a lo que han dicho los distinguidos colegas de la oposición, no pretende promover 
el consumo de drogas, sino justamente reducirlo. Por lo tanto, es absolutamente coherente que un Gobierno 
que regula el alcohol e intenta reducir la publicidad de alcohol, que regula el tabaco e intenta reducir los 
niveles de publicidad de tabaco y definir determinadas características en un modelo de regulación de la 
marihuana -teniendo en cuenta que todavía no tenemos el peso de las multinacionales como Phillip Morris 
que hacen inviable que alguien se pueda imaginar la prohibición del tabaco en Uruguay-, no prohíba su 
publicidad. Eso es lo que se establece en el artículo 11, por el que se hacen responsables esta bancada y el 
Gobierno que esta bancada representa. 


Si se entiende que las campañas que se están desarrollando a nivel privado van contra la ley, existe libertad 
para interdecir esa publicidad o lo que parezca conveniente. No es asunto nuestro; son libres de hacerlo. En 
eso no nos metemos. 


También digo que aprobado este artículo del proyecto, si la interpretación correcta sobre la campaña fuera la 
de la señora Diputada Montaner, esta ley lo prohibiría y no se podría hacer, pero no estamos ubicados en esa 
situación. 


SEÑOR MICHELINI.- El objeto de los artículos 11 y 12 es delicado porque regula un derecho que es la 
libertad de expresión. Cuando se prohíbe la publicidad, la publicidad indirecta, la promoción o los 
auspicios por cualquier medio, se está prohibiendo la expresión comercial que tiene un registro de 
menor protección que la libertad de pensamiento establecida por el artículo 29 de la Constitución. 


En el marco del nuevo proyecto, el artículo 11 es clave. ¿Cómo vamos a hablar de prevenir si después 
habilitamos la propaganda del consumo? No conozco en detalle las diecinueve mil leyes que existen en la 
República y menos los reglamentos, pero no tengo conocimiento de una norma expresa y explícita que 
prohíba la publicidad del consumo de cannabis. Prefiero que haya una ley explícita e inequívoca que, en el 
marco de este nuevo proyecto, lo aclare. Por supuesto que si alguien piensa que hay una ley que se está 
violando, tiene la posibilidad de hacer la denuncia correspondiente, ya sea una Organización No 
Gubernamental o una fundación. Acá se ha dicho que la Junta Nacional de Drogas no tiene ninguna 
responsabilidad en esa publicidad; por ende, también serán responsables los emisores, los medios de 
comunicación masiva. En la medida en que están emitiendo algo, uno tiene que pensar que piensan que no 
hay responsabilidad de su parte. Y no creo que haya una prohibición expresa en el sentido de auspiciar la 
modificación de una ley. Entonces, me parece que el artículo 11 está claro. 


En cuanto al artículo 12, que refiere a la campaña de la Junta Nacional de Drogas, a mí me parece que o nos 
ponemos a reflexionar sobre cuál es la política que se sigue, o a discutir sobre el proyecto de ley. Si cada vez 
que vamos hacia delante con un artículo estamos planteando cuál es la política, qué dice la Junta Nacional de 
Drogas o lo que fuera, vamos a avanzar poco. Creo que está claro -y me parece importante- que el artículo 12 
mandate a la Junta Nacional de Drogas. En este sentido no hay ningún problema de autonomías, porque esta 
Junta y su Secretaría, son parte del órgano Poder Ejecutivo, más allá de su ubicación particular desde el punto 
de vista orgánico. Por lo tanto, claramente puede recibir un mandato y el que le está dando este artículo 12 es 
realizar campañas educativas que van en la línea del artículo 1*. 


De manera que para mí es clara la orientación de a dónde se quiere ir con estos dos artículos del proyecto de 
ley en consideración. 


SEÑORA MONTANER.- Después de escuchar a mi amigo Diputado Bango me quedé sin fuerzas 
porque, con todo respeto, yo no hago una interpretación especial: vivimos en el mismo país y, por lo 
menos, debemos de coincidir en algún momento del día sintonizando los mismos canales. Entonces, no 
se puede decir que yo tenga una interpretación personal cuando claramente hay una promoción, 
cuando yo asistí a algunos de los debates, cuando vi los folletos que se daban. ¡Por favor! Me quedé 
desarmada con lo que me acaba de decir el Diputado, porque vivimos en el mismo país. Y usted, 
Diputado Bango, presenció lo mismo que yo: una promoción, una publicidad; inclusive, en los debates, 
los folletos "Decile sí a la marihuana 2013". ¡Yo estuve! 


No quiero decir que el Estado tenga que ver con esto, porque no sé dónde nació esa propaganda. Capaz que el 
Diputado Bango lo sabe y me puede informar: yo no sé de dónde salió. ¡Pero no se puede decir que esta 
interpretación es objetiva! Yo creo que a esta altura de mi vida tengo comprensión lectora de cuáles son los 
mensajes publicitarios. 


Sólo quería hacer esta referencia. Gracias. 


SEÑORA ALONSO.- Voy a hablar en la misma línea del Diputado Amarilla y de la Diputada 
Montaner. 


A mí me alegra especialmente lo que decía el Diputado Bango con respecto al sentido o al espíritu del 
artículo 11 que dice "Prohíbase toda forma de publicidad". Ahora, ¿hacia allí van dirigidas las campañas 
educativas? En uno de los puntos se dice que también estaría prohibida toda forma de publicidad de los 
productos de cannabis a través de folletos. Entonces, no me queda clara aquella campaña que hasta hace muy 
poco promocionó y financió la Junta Nacional de Drogas que refería al consumo cuidado. Se decía: "Si 
decidiste fumar marihuana, aquí te ofrecemos algunas puntas: No fumes las tucas, incorpóralas al próximo 
porro, así evitas el daño que produce la alta temperatura y la exposición de los labios a ésta". Esta campaña 
"Consumo Cuidado" se divulgó en varios centros educativos y este era el mensaje que le trasmitían, en 
particular, a los jóvenes. Por ejemplo se decía: "La práctica de pasar el porro no implica que debas consumir. 
Elegí vos cuándo consumir". La campaña "Consumo Cuidado" estuvo organizada por la ONG "El Abrojo", 
pero financiada por la Junta Nacional de Drogas. Entre otras cosas, Briozzo argumenta sobre el número de 
folletos que se entregaron y que fueron divulgados en distintos centros educativos. Ahora bien, creo que 
habrá que buscar la forma de que no haya una contradicción porque, si bien el artículo 12 dice que "la Junta 
Nacional de Drogas estará obligada a realizar campañas educativas [...]", sinceramente, no sentimos que 
decirle a un alumno: "aquí te ofrecemos algunas puntas" para ver cómo fumamos mejor, vaya en sintonía con 
la reducción de daños. Por eso estamos absolutamente en contra de ese mecanismo como política pública y 
buscamos que no termine siendo una política de Estado, sino una de las alternativas. Buscamos que haya una 
reducción de la demanda, reducción de la oferta y una política integral especialmente en esta situación que 
creemos que es altamente nociva para los más jóvenes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BANGO.- La campaña que describía correctamente la Diputada Alonso es efectivamente de 
reducción de daños; está financiada por la Junta Nacional de Drogas y precisamente -como campaña 
en el paradigma de reducción de daños- está en línea con las directrices de la Organización Mundial de 
la Salud. 


Gracias. 
(Interrupciones.- Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se suprime la lectura del 
bloque que comprende los artículos 11 a 16. 


(Se vota) 


—-Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

—Siete en trece: AFIRMATIVA. 

En discusión el artículo 12. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


—-Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


SEÑORA MONTANER.- Solicito que se rectifique la votación, porque quisiera expresar mi voto 
afirmativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a rectificar la votación del artículo 12. 


(Se vota) 

—Nueve en trece: AFIRMATIVA. 

En discusión el artículo 13. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

—Ocho en trece: AFIRMATIVA. 

En discusión el artículo 14. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

—Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 15. 


SEÑOR MICHELINI.- Aquí tengo una duda en cuanto a si no sería conveniente fijar por ley la 
concentración de Tetrahidrocamnabinol permitida en el organismo a los efectos de la conducción de 
vehículos automotores en zonas urbanas, suburbanas o rurales. 


Probablemente, estos niveles sean dejados a la reglamentación. En todo caso, me comprometo a consultar a 
la autoridad competente en materia vial, la Unidad Nacional de Seguridad Vial, a los efectos de conocer la 
reglamentación actual y, eventualmente, incluirla en la norma, si así correspondiera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 15. 


(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRMATIVA. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 16, con la modificación propuesta por el Diputado 
Orrico en el último párrafo. 


(Se vota) 


Ocho en trece: AFIRAMTIVA. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Antes de continuar con la votación, quiero dejar una constancia. 


No acompañé el literal C) del artículo 5% vinculado al cannabis industrial, de uso no psicoactivo porque 
entiendo -tal cual lo plasmé en un proyecto de ley que obra en poder de esta Cámara- debe ser regulado en 
forma diferente, con algunos incentivos, y no dentro de este marco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero votar en bloque del artículo 17 al 42 inclusive, que refieren a la 
creación del Instituto, teniendo en cuenta que el Diputado Radío y algunos integrantes de la oposición 
ya adelantaron que los votarán en contra. 

SEÑOR BANGO.- Propongo desglosar el artículo 42 porque quiero proponer una modificación. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en bloque del artículo 17 a 41 inclusive. 


(Se vota) 


Siete en trece: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 42. 


SEÑOR BANGO.- El artículo 42 dice: "Créase en la órbita de la Presidencia de la República, una 
Unidad Especializada en Evaluación y Monitoreo (...)". Yo creo que no es conveniente que esta Unidad 
esté en la órbita de la Presidencia de la República, porque la dejaría sustraída del control 
parlamentario. Teniendo en cuenta que el objetivo de la inclusión de esta Unidad es que sea 
independiente, y que tenga la capacidad de evaluar sin presiones y que, además, pueda ser 
monitoreada y controlada por el Parlamento, no nos parece lo más feliz que esté ubicada allí. 


Más allá de la voluntad inicial de hacerla una unidad operativa, me parece que vale más la pena dejarla 
sometida al control parlamentario, aunque se pierda eficacia o eficiencia. 


Por tanto, vamos a proponer que se sustituya "Presidencia de la República" por "Junta Nacional de Drogas", 
porque entendemos que este es el organismo interinstitucional que tiene a cargo la política y, además, estaría 
por fuera del Instituto que acabamos de votar. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- La competencia de los organismos públicos es cerrada y, por 
consiguiente, debería estar vinculada a alguno de los Ministerios. No debería existir competencia que 
no esté abarcada por algunos de los Ministerios -por ser inconstitucional-, a tal punto que los 
constitucionalistas entienden que todo aquello que no esté atribuido especialmente a un Ministerio 
corresponde residualmente al Ministerio del Interior. 


Por consiguiente, más allá de que no voy a votar este artículo, entiendo que en tanto y cuanto no hay un 
Ministerio responsable ante el Parlamento, es inconstitucional. 


SEÑOR MICHELINI.- A los efectos de que el Diputado preopinante nos acompañe, vamos a sugerir 
que en lugar de ser la Junta Nacional de Drogas sea el Ministerio de Salud Pública en donde se cree 
esta Unidad, a fin de salvar esta observación constitucional. 


Desde que yo tengo memoria, desde el año 1985 en adelante, se ha ido recargando a la Presidencia de la 
República. La incorporación de cometidos a la Secretaría de la Presidencia de la República no es una 
innovación de este Gobierno. Es más: la Junta Nacional de Drogas está allí, y si uno se abstuviera 


estrictamente al argumento esgrimido por el Diputado preopinante, sería inconstitucional. Sin embargo, ha 
funcionado pacíficamente con administraciones de Gobierno de partidos bien distintos, y se ha mantenido sin 
cuestionamientos. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No dije que fuera solamente este Gobierno que hubiera atribuido 
competencias en forma inconstitucional a la Presidencia de la República. No por costumbre deja de ser 
inconstitucional. Supongo que el señor Diputado dice "pacífico" desde el punto de vista jurídico, ya 
que algo puede ser inconstitucional y ser pacífico. 


No obstante, reconozco esto como un avance, pese a que no lo voy a acompañar. 


SEÑOR ORRICO.- Voy a acompañar una propuesta que surgió en voz baja: sustituir el término 
"órbita" por "ámbito". 


El doctor Gonzalo A guirre siempre decía que orbitar orbitan los cuerpos celestes; las normas jurídicas no 
tienen la capacidad de orbitar, o sea, girar alrededor de un eje. En consecuencia, me parece que decir "el 
ámbito" es mucho más adecuado que "la órbita”. Este término se ha usado y abusado en distintas leyes, pero 
no corresponde porque no está en la órbita sino que está en él, inclusive si alguien quiere presentar recursos, 
su jerarca va a ser el Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR MICHELINI.- Siguiendo con la tesis del Diputado Orrico estoy de acuerdo con sustituir 
"órbita" por "ámbito" 


Asimismo, casi al final de este artículo, donde dice "presente ley" sugiero que se diga "esta ley". Lo mismo 
voy a sugerir en los artículos 43 y 44. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 42, con las modificaciones propuestas. 


(Se vota) 


Ocho en doce: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 43. 


El artículo 43 establece un plazo para la reglamentación del Poder Ejecutivo. Habla de noventa días; 
nosotros, debido a la complejidad de la ley, vamos a proponer ciento veinte días. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 43 con las modificaciones propuestas. 
(Se vota) 


Siete en doce: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 44 con la modificación propuesta por el señor Diputado Michelini de sustituir 
"presente ley" por "esta ley". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Siete en trece: AFIRMATIVA. 


SEÑOR ORRICO.- Propongo que el señor Diputado Sabini sea el miembro informante por la mayoría. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


—-Ocho en doce: AFIRMATIVA. 


SEÑORA ALONSO.- Sabemos de la intención de la bancada de Gobierno de tratar el tema en el 
plenario este mes. Queremos solicitar, si es posible, que sea tratado el martes 6 de agosto por un tema 
de plazos y para tener tiempo de preparar los informes. 


SEÑORA MONTANER.- El Partido Colorado, que también va a presentar su informe en minoría, 
desea saber cuál es el plazo para la entrega de los informes. 


Proponemos como miembro informante al señor Diputado Sander. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lógicamente, el miembro informante por el Partido Independiente será el 
señor Diputado Radío. 


SEÑOR BANGO.- Respecto a la fecha de la votación del proyecto en el plenario, nuestra bancada 
definió hacerlo este mes. En atención a la solicitud planteada lo vamos a considerar en nuestra 
coordinación. No estamos en condiciones de adelantar una respuesta, porque la decisión política era 
votarlo la semana próxima. Lo evaluaremos, y si hay algún cambio se comunicará en la coordinación 
interpartidaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


